CNCom., Sala E, 18/08/2011. - Ruiz, Jorge Omar c. Dale Gas S.A. y otros s/ordinario
En Buenos Aires, a los 18 del mes de agosto del año dos mil once reunidos los Señores Jueces de Cámara en la Sala de Acuerdos, fueron traídos para conocer los autos seguidos por: “Ruiz, Jorge Omar c/ Dale Gas S.A. y otros s/ordinario”, en los que según el sorteo practicado votan sucesivamente los jueces Bindo B. Caviglione Fraga, Miguel F. Bargalló y Ángel O. Sala. El doctor Caviglione Fraga no interviene por haber renunciado y ser aceptada su renuncia (Decreto P.E.N. 1110/11, B.O. 27/07/11). En consecuencia, de conformidad con el orden de votación que resulta del sorteo efectuado con anterioridad a la aceptación de tal renuncia, el primer voto lo pronuncia el vocal designado en segundo término.

Estudiados los autos, la Cámara plantea la siguiente cuestión a resolver:

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 211/20?

El Señor Juez de Cámara Doctor Miguel F. Bargalló dice:

I. La sentencia de fs. 211/20 desestimó la demanda deducida por Jorge Omar Ruiz contra Dale Gas S.A. (“Dale Gas”), Ramón Félix Monzón, Rubén Javier Mirillo, Ramón José Monzón, Ramón Daniel Monzón y Joaquín Carlos Colla por cumplimiento de contrato de transferencia de acciones.

Para resolver en el sentido indicado, y en relación con la codemandada Dale Gas, sostuvo que correspondía desestimar la excepción de falta de legitimación pasiva interpuesta por esta codemandada. En tal sentido, señaló que si bien los firmantes del contrato manifestaron que se obligaron en forma personal a cumplir sus obligaciones, en el sub lite se encuentra acreditado que los compradores de las acciones actuaron en nombre de la sociedad. Expuso, en ese orden, que los cheques que se entregaron al actor en forma de pago fueron librados contra la cuenta que posee la sociedad en el Banco Superville Societe Generale y que aquéllos se constituyeron en carácter de fiadores y como no pueden confundirse las calidades de deudor y fiador, concluyó que los demandados actuaron por sí y, además, en representación de la sociedad “Dale Gas”.

En cuanto a la cuestión de fondo, sostuvo que la cláusula novena del contrato de compraventa de acciones hizo referencia a un eventual derecho a cobro de dividendos y no a créditos por ventas. Desde esta perspectiva, consideró que toda vez que en la Asamblea de Accionistas celebrada el 21 de abril de 2003 se informó que no había dividendos para distribuir, el actor carecía de derecho para reclamar su cobro. Por otra parte, sostuvo que el demandante no acompañó ningún elemento de prueba tendiente a acreditar que lo reclamado –que surge del contrato celebrado entre las partes– eran créditos por ventas.

II. Apeló el actor. Su expresión de agravios obra en fs. 235/237, que no mereció la réplica de la contraria.

El recurrente se agravia porque el sentenciante originario interpretó que la cláusula novena del contrato de compraventa de acciones se refirió a dividendos y no a créditos por ventas, que es lo que aquí se reclama. Manifiesta que éstos son los que informó el experto contable como adeudados y, en consecuencia, integran el precio de la venta de las acciones. Agrega, además, que la falta de contestación de las misivas por parte de los demandados constituyeron presunción de verdad de los hechos alegados por su parte. Por último, se agravia por la forma en que fueron impuestas las costas del proceso y solicita que, aun en el supuesto de confirmarse la sentencia, se distribuyan en el orden causado en atención a que pudo creerse con derecho a reclamar como lo hizo.

III. El aspecto sustancial de la contienda se circunscribe principalmente a la interpretación que cabe conferir a la cláusula novena del contrato. En ella, textualmente se estipuló que: “...los créditos activos existentes al día de hoy (fecha de celebración del contrato) del contrato serán percibidos en beneficio de los vendedores y compradores en la proporción a las acciones de las que han sido titulares las partes hasta la fecha” (ver fs. 27 vta.).

Mientras el demandante consideró que por “créditos activos existentes” debe entenderse a los resultantes por ventas y que ese monto integraba el precio de enajenación de las acciones, los accionados, de su lado, interpretaron que esa expresión alude a créditos activos personales que tenían contra la sociedad los accionistas vendedores y compradores y no a los créditos de la sociedad contra terceros.

Por su parte, en la sentencia recurrida el Juez a quo expuso que la cláusula novena está haciendo referencia al derecho del accionista “entrante” –compradores– y “salientes” –vendedores– a la fecha de celebración del contrato, por lo que se estima que está consagrando un eventual dividendo de acuerdo a (su) tenencia accionaria y, no créditos por ventas (fs. 217).

IV. El suscripto comparte la conclusión expresada por el juez de la anterior instancia toda vez que de la lectura de la examinada cláusula novena resulta que:

i) a la expresión de “...créditos activos existentes al día de hoy...” no puede asignársele, en el contexto del contrato, otro significado que no sea el derecho de la sociedad a la percepción de sumas de dinero emergentes de operaciones mercantiles celebradas con terceros, con anterioridad a su suscripción.

ii) y a la siguiente frase, que refiere a que esos créditos “...serán percibidos en beneficio de los vendedores y compradores” en proporción a las acciones de las que son titulares hasta la fecha...” evaluada en el mismo marco contractual y en el ámbito de la regulación societaria mercantil con el que incuestionablemente se vincula, no cabe atribuirle otro alcance que el de la asignación a los accionistas, de acuerdo a su participación en el capital social, de los ingresos pertenecientes a la sociedad a través del mecanismo previsto legalmente al respecto: aprobación de los estados contables y distribución de ganancias a cada socio por la asamblea, que es el órgano competente al efecto (L.S.C., 234, 1º).

Ello así, la cláusula se aprecia estipulada de manera clara y sencilla y cuando ello ocurre no ha lugar a interpretaciones, pues de conformidad con lo establecido por el CCom. 217: “...las palabras de los contratos y convenciones deben entenderse en el sentido que les da el uso general, aunque el obligado pretenda que las ha entendido de otro modo (CNCom., Sala A, “Gómez Priero c/ Schvarzman”, del 28.2.95; ídem, Sala D, “Preseme S.A. c/ Instituto de Tratamiento Endoluminal de Buenos Aires S.A.”, del 30-6-08 entre otros).

En ese orden, cabe a su vez referir que las ganancias se configuran cuando las sumas de las partidas del activo superen las sumas de las partidas del pasivo exigible (deudas) y del pasivo no exigible (capital y reservas), o bien ellas consisten en toda ventaja patrimonial de origen social que aumente la fortuna particular de los socios o el valor positivo residual que como consecuencia de un flujo bidireccional de ingresos y costos incrementa el patrimonio neto de una organización, medidos según ciertas reglas (Sasot Betes, Miguel, Sasot, Miguel P., “Los dividendos”, Ed. Ábaco, Bs. As., 1985, pág. 5; Véron, Alberto, “Tratado de las sociedades anónimas”, Tomo II, La Ley, Bs. As., 2008, págs. 710/711).

Tales ganancias o beneficios se traducen en utilidades que resultan de los estados contables mientras no exista en forma concreta un dividendo aprobado; sobre ellas sólo existe un derecho corporativo de naturaleza abstracta.

La utilidad se materializa en el dividendo que sitúa al socio en la posición de acreedor y este derecho se hace exigible con la decisión del órgano de gobierno de la sociedad de fijar el dividendo repartible. Hasta ese momento sólo existe una expectativa del socio denominada derecho al beneficio que no genera a favor de ellos acción de pago alguna. Ambos derechos –el abstracto a los beneficios y el derecho al crédito del dividendo– no son nociones antagónicas sino que involucran un mismo concepto en estadios analíticos diferentes. El derecho al beneficio es la faz abstracta del derecho al dividendo, el crédito al dividendo es su faz concreta (Tribunal de Arbitraje General de la Bolsa de Comercio de Buenos Aires, “Televisoras Provinciales S.A.”, del 06-02-96; CNCom., Sala A, “Palma A. c/ Albea Metales S.A.”, del 12-08-76; citado en Roitman, Horacio, “Ley de sociedades comerciales. Comentada y Anotada”, LL, Bs. As., 2006, Tomo II, pág.104).

Este derecho sólo se efectiviza si resulta de ganancias líquidas y realizadas correspondientes al balance de ejercicio regularmente confeccionado y aprobado (CNCom., esta Sala, “Pirata, Mónica c/ Esteza S.A.”, del 19-04-89).

V. En consecuencia, cualquiera hubiese sido el concepto por el cual se previó el examinado reconocimiento de orden patrimonial, esto es, más allá de que fuere parte del precio –lo que no se aprecia emerger del contrato– prestación complementaria de ese precio como beneficio por los negocios útiles concertados en vigencia de la condición de accionista del enajenante, que es el concepto que parece derivarse de la estipulación según lo evaluado, lo cierto es que el actor tiene derecho a la percepción de un valor equivalente a los eventuales dividendos, resultantes de considerar los créditos por ventas generados hasta el 15 de mayo de 2003 (ver informe pericial de fs. 176, punto 5, y contestación a la impugnación en fs. 186/7) en el ejercicio contable correspondiente a ese año y en proporción a su hasta entonces participación accionaria del 16,67% (ver pericial contable fs. 177, punto 6, y fs. 187).

Como en autos no existen constancias de la confección y aprobación del referido estado contable, en la etapa de ejecución de sentencia se intimará a los demandados para su presentación en un plazo de 10 (diez) días y, eventualmente, para que se cumplan los actos societarios pertinentes dentro del plazo de 30 (treinta) días, bajo apercibimiento de legitimar al demandante a ese efecto (arg. CCiv., 1196 y CPr., 111 y ss.).

En caso de ser ello imposible, la obligación se resolverá en otra de indemnización de los daños y perjuicios, cuyo quantum se determinará en ese mismo proceso de ejecución por vía incidental (arg. CPr., 513).

No obsta a ello el hecho de haberse informado sobre la no distribución de dividendos en la asamblea nº 3 del 21.04.03 (informe del perito contador, fs. 117, punto 2), toda vez que ello data de fecha anterior a la celebración del contrato y referiría al ejercicio de un año anterior.

VI. Determinada la existencia de alguna suma por dividendos a favor del demandante se procederá a su pago hasta la suma de $ 30.000, límite del reclamo que surge de la demanda (fs. 59) en el plazo de 10 días, con más los intereses establecidos en la cláusula 8va. del contrato (fs. 27 vta.) con el tope de dos veces y media la tasa que percibe el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones corrientes (CCiv. 621, 655 y CCom., 565) y (CNCom., esta Sala, “Sintesia s/ quiebra s/ inc. de revisión por AFIP”, del 13-08-09), desde el 24-05-05 por ser la fecha en que Ruiz intimó su pago (fs. 6).

VII. Las costas de ambas instancias serán distribuidas por su orden habida cuenta el progreso parcial de la demanda y las particularidades que resultan de los precedentes considerandos (CPr., 68, segunda parte).

VIII. Por todo ello, propongo al Acuerdo modificar la sentencia apelada y admitir parcialmente la demanda entablada por Jorge Omar Ruiz contra Dale Gas S.A., Ramón Félix Monzón, Rubén Javier Milillo, Ramón José Monzón, Ramón Daniel Monzón y Joaquín Carlos Colla a quienes condeno solidariamente con los alcances establecidos en los considerandos V y VI, con costas de ambas instancias en el orden causado.

Así voto.

El Señor Juez de Cámara Doctor Ángel O. Sala dice:

Comparto los fundamentos vertidos por el Señor Juez preopinante por lo que adhiero a la solución por él propiciada. Voto, en consecuencia, en igual sentido.

Buenos Aires, 18 de agosto de 2011

Y Vistos:

 Por los fundamentos del acuerdo precedente, se resuelve: modificar la sentencia apelada y admitir parcialmente la demanda entablada por Jorge Omar Ruiz contra Dale Gas S.A., Ramón Félix Monzón, Rubén Javier Milillo, Ramón José Monzón, Ramón Daniel Monzón y Joaquín Carlos Colla a quienes condeno solidariamente con los alcances establecidos en los considerandos V y VI, con costas de ambas instancias en el orden causado.

El doctor Caviglione Fraga no interviene por haber renunciado y ser aceptada su renuncia (Decreto P.E.N. 1110/11, B.O. 27/07/11). – Miguel F. Bargalló. – Ángel O. Sala (Sec.: Sebastián Sánchez Cannavó).
